DERECHOS HUMANOS INVOLUCRADOS EN LOS PROCEDIMIENTOS POLICIALES

1. DERECHO A LA VIDA
El derecho a la vida está reconocido por los principales instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Es
un
derecho
inderogable,  lo
que
significa
que
los Estados
no
pueden,
ni
siquiera
en
tiempo de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado, adoptar medidas que suspendan la protección del derecho a la vida.

La Corte Interamericana al condenar al Estado guatemalteco en el caso Villagrán Morales y otros contra el Estado de Guatemala señaló que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos, por lo que al ser vulnerado resta sentido a los demás derechos. Además, enfatizó que, en esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna.

El  derecho  a  la  vida  es  un  derecho  estrechamente  vinculado  con  los procedimientos  de  la  policía,  especialmente cuando ésta utiliza la fuerza. Por ello, el personal policial tiene el imperativo legal de proteger la vida, la integridad física y la seguridad de todas las personas.

La responsabilidad del Estado respecto del derecho a la vida debe contemplar el respeto y garantía del derecho por parte de los agentes estatales, facultados para utilizar la fuerza  letal  en  circunstancias limitadas  y  bajo  el  principio  de  proporcionalidad. Pero  además  el Estado es  responsable  de  tomar  las medidas  necesarias  de  protección de  los  ciudadanos  frente  a  acciones  de los  particulares  que  puedan afectar  el  derecho  a  la  vida.  Esta  responsabilidad  está  limitada  a prevenir razonablemente, investigar y sancionar a los culpables de los delitos contra la vida, procurando, en la medida de lo posible el restablecimiento del derecho afectado.

El Estado  también es responsable de dotar y capacitar a  los/as funcionarios/as encargados/as de hace  cumplir la ley para el uso de las armas menos letales, que permitan el uso diferenciado y proporcionado de 

la fuerza legítima.  


2. INTEGRIDAD PERSONAL  
El derecho a  la  integridad personal  implica el  respeto por  la vida de  la persona en su aspecto  físico, moral y mental. 

Los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal a todos los individuos bajo
su jurisdicción,
implementando acciones
de
prevención
y
medidas
operativas
eficaces.

Estas
medidas,
sin perjuicio de su carácter universal, deben dedicar una especial atención a  las personas en situación de mayor vulnerabilidad, como son los casos que involucran a mujeres y niños, niñas y adolescentes. 

Los Estados deben prevenir con todos los medios a su alcance tanto los hechos de violencia policial, torturas, vejámenes cometidos por funcionarios públicos, como los hechos de violencia que atentan contra la integridad física de las personas cometidos por particulares como la violencia doméstica y la delincuencia común u organizada.

3. DERECHO A LA LIBERTAD Y SEGURIDADES PERSONALES
Dentro de este concepto se encuentran comprendidos un conjunto heterogéneo de derechos y garantías. 
El derecho a la libertad debe analizarse desde una óptica amplia, entendiendo por tal al derecho que ampara la libertad física y ambulatoria de la personas. Se protege la facultad de las personas de elegir el lugar en el que quieren estar, esto es: la libertad de movimiento frente a cualquier injerencia del Estado (por ejemplo, mediante una detención ilegal o arbitraria).

Por  su parte,  el derecho  a  la  seguridad personal  (vinculado necesariamente  al derecho  a  la  libertad) incorpora una serie de garantías que tienen las personas frente a una detención (por ejemplo: la prohibición de la tortura; el derecho a comunicarle a sus familiares sobre su detención y dónde se encuentra alojado, la presunción de inocencia, etc.)
4. DERECHO A LA PRIVACIDAD, LA HONRA Y LA DIGNIDAD
El derecho a la privacidad protege la facultad que tienen las personas a mantener un ámbito de su vida fuera del conocimiento público, y sólo se puede penetrar en ese ámbito privado con su consentimiento. La única posibilidad de restringir o limitar este derecho es cuando esas acciones privadas dañan a terceros, son delitos o afectan el interés general o bien común. 

El derecho a la protección de la honra tiene estrecha relación con la dignidad humana, y con este lo que se protege es el respeto por la integridad de la persona y sus actos.

El derecho a la privacidad, la honra y la dignidad está expresamente reconocido en tratados internacionales de derechos humanos tanto universales como regionales.

Se debe tener en cuenta la importancia de este derecho a fin de reglamentar claramente las formas policiales de limitación del mismo, como los allanamientos, registros, cacheos, etc.

5.DERECHO A LAS GARANTÍAS PROCESALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Las garantías procesales son medios o instrumentos aptos para asegurar la vigencia de los derechos de las personas que están sometidas a un proceso judicial de cualquier naturaleza.

Estas garantías rigen durante todo el tiempo en que la persona se encuentra privada de su libertad, por lo tanto son de aplicación cuando la Policía detiene, arresta, aprehende, realiza procedimientos de aprehensión por averiguación de identidad, etc.

Los principios que rigen estos derechos son:

1. Nullum crimen nulla pena sine lege: no pueden existir delitos ni penas fuera de los expresamente previstos en la ley penal. Según este principio, tan sólo la ley es fuente de delitos y de penas
2. Presunción de inocencia: Todo aquella persona que esté imputada de la comisión de un delito debe ser tratado como si fuera inocente hasta que haya una sentencia definitiva que la indique como culpable
3. Inmunidad de Declaración significa que “Nadie puede ser obligado a declarar contra si mismo” (art. 18 CN). Asimismo, todas las personas tienen derecho a guardar silencio hasta ser asistidos por un profesional del derecho de su confianza.
4.  Inmunidad de Arresto significa que “nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente” (art. 18 CN), o sea el juez.  
5. Juicio previo implica que “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio…”(art. 18 CN),  Ello quiere decir que nadie puede ser penado o condenado sin la tramitación de un juicio durante el cual se cumplan las etapas fundamentales requeridas por el debido proceso legal. 
6. Non Bis In Ídem garantiza a toda persona que no sea juzgado nuevamente por el mismo delito o infracción que cometió.
1. Igualdad y no discriminación: Toda persona sometida a proceso penal tiene derecho a gozar de las garantías mínimas que establecen las legislaciones formales y materiales, en condiciones de igualdad y no discriminación.

8. Respeto por el honor y la dignidad de las personas: Quienes están sometidos a un proceso penal e incluso quienes están arrestados, detenidos o condenados tienen al igual que toda persona derecho a que se respeto su honor y su dignidad.
9. Prohibición de detención o encarcelamiento arbitrarios: La aplicación de medidas de arresto, detención o prisión solamente se justifica cuando se es realizada en flagrante delito –cuando está cometiendo o se acaba de cometer un delito– o cuando es ordenada por un organismo judicial por orden judicial escrita y motivada.

10. Prohibición de tortura y tratos inhumanos crueles y degradantes: Se privilegia el derecho a la vida, la integridad y la seguridad de las personas. Los Estados deben tomar medidas legislativas, administrativas, judiciales o de cualquier otra índole que sean eficaces para prevenir actos de tortura en su territorio
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